






PROYECTO DE LEY

FISCALIA AMBIENTAL DEL MINISTERIO PÚBLICO

DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES

Artículo 1°. Creación.  Créase la Fiscalía Ambiental del Ministerio Público de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Artículo 2°. Sustitúyese el artículo 7° de la Ley N° 4.891, modificada por la Ley N° 4.898, por el siguiente texto: 

“Artículo 7°.- Integración: cada ámbito del Ministerio Público estará compuesto por los siguientes niveles:
1. Fiscalía General:
a.- Fiscalías Generales Adjuntas
b.- Fiscalías ante las Cámaras de Apelaciones
c.- Fiscalía Ambiental ante las Cámaras de Apelaciones

d.- Fiscalías ante los Juzgados de Primera Instancia 

e. - Fiscalías Ambientales ante los Juzgados de Primera Instancia

2. Defensoría General:
a.- Defensorías Generales Adjuntas
b.- Defensorías ante las Cámaras de Apelaciones
c.- Defensorías ante los Juzgados de Primera Instancia.

3. Asesoría General Tutelar:
a.- Asesorías Generales Adjuntas
b.- Asesorías ante las Cámaras de Apelaciones
c.- Asesorías ante los Juzgados de Primera Instancia.”
Artículo 3°. Sustitúyese el artículo 12° de la Ley N° 4.891, modificada por la Ley N° 4.898, por el siguiente texto: 

“Artículo 12.- Remuneraciones - Jerarquía: las remuneraciones de los/as magistrados del Ministerio Público se determinan del siguiente modo:
a. el/la Fiscal General, el/la Defensor/a General y el/la Asesor/a General Tutelar, perciben una remuneración equivalente a la de Juez/a del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de Buenos Aires. Idéntica remuneración percibirán quienes efectuaren sus reemplazos por las causales enumeradas en el art. 16 durante períodos superiores a los treinta (30) días;
b. el o la Fiscal General Adjunto/a, el Defensor o Defensora General Adjunto/a, el Asesor o la Asesora General Tutelar Adjunto/a perciben una remuneración equivalente a la de un juez o jueza de cámara, incrementada en un cincuenta por ciento (50%) de la diferencia de la remuneración existente entre la correspondiente a estos y la que perciben los/as jueces o juezas del Tribunal Superior. En los restantes aspectos de su función se hallan equiparados al de un juez o jueza de Cámara de Apelaciones.
c. los o las Fiscales, Defensores o Defensoras y Asesores o Asesoras Tutelares ante las Cámaras de Apelaciones y el o la Fiscal Ambiental ante las Cámaras de Apelaciones de la Ciudad de Buenos Aires perciben una remuneración equivalente al haber de un Juez o Jueza de Cámara;
d. los o las Fiscales, Defensores o Defensoras y Asesores o Asesoras Tutelares ante los Juzgados de Primera Instancia y los o las Fiscales Ambientales ante los Juzgados de Primera Instancia perciben una remuneración equivalente al haber del Juez o Jueza de aquel rango.
e. Las equiparaciones indicadas se extienden a todos los efectos patrimoniales, provisionales y tributarios. Idéntica equiparación, con la salvedad establecida en el apartado b) in fine, se establece en cuanto a jerarquía, autoridad, protocolo y trato.”
Artículo 4°. Sustitúyese el artículo 17° de la Ley N° 4.891, modificada por la Ley N° 4.898, por el siguiente texto: 

“Artículo 17.- Competencia: corresponde al Ministerio Público:
1. Intervenir en todos los asuntos en los que se hallaren involucrados el interés de la sociedad y el orden público.
2. Promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad.
3. Promover y ejercitar la acción pública en las causas contravencionales y penales, salvo cuando para intentarlas o proseguirlas fuere necesario instancia o requerimiento de parte, de conformidad con las leyes aplicables.
4. Velar por la observancia de los derechos humanos en los establecimientos y lugares de detención de personas, a fin de que los/las reclusos/as y detenidos/as sean tratados con el debido respeto hacia su persona, no sean sometidos a torturas, tratos crueles, inhumanos o degradantes y tengan oportuna asistencia jurídica, médica, hospitalaria y las demás que resultaren necesarias para el cumplimiento de dicho objeto, promoviendo las acciones pertinentes cuando se verificare su violación.
5. Intervenir en los procesos en que se cuestione la validez constitucional de normas jurídicas de cualquier jerarquía, y en los que se alegare privación de justicia.
6. Velar por la observancia de la Constitución Nacional, los Tratados Internacionales, la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires y las leyes nacionales y locales.
7. Defender la jurisdicción y competencia de los tribunales, asegurar la normal prestación de la función judicial y velar por el efectivo cumplimiento del debido proceso legal.
8. Dirigir la Policía Judicial.
9. Promover o intervenir en causas concernientes a la protección de las personas menores de edad, incapaces e inhabilitados y sus bienes y requerir todas las medidas conducentes a tales propósitos, de conformidad con las leyes respectivas, cuando carecieren de asistencia o representación legal; fuere necesario suplir la inacción de sus asistentes y representantes legales, parientes o personas que los tuvieren a su cargo; o hubiere que controlar la gestión de estos últimos.
10. Ejercer la defensa de la persona y los derechos de los justiciables toda vez que sea requerida en las causas contravencionales, penales o de otros fueros, cuando aquellos fueren pobres o estuvieren ausentes.
11. Poner en conocimiento del Consejo de la Magistratura las acciones y omisiones de los/as magistrados y de los/as funcionarios o empleados/as de los tribunales de justicia que consideren susceptibles de sanción disciplinaria.
12. Promover la acción declarativa de inconstitucionalidad ante el Tribunal Superior de Justicia prevista en el artículo 113, inciso 2°) de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
13. Recepcionar denuncias formuladas por personas físicas o jurídicas damnificadas que se encuentran legitimadas y en representación de los intereses difusos, en relación con el actual o potencial daño al ambiente. Promover y ejercer la tutela jurisdiccional del ambiente, a través del ejercicio de  acciones de protección, resguardo y reparación.”
Artículo 5°. Incorpórese como artículo 20 bis de la Ley N° 4.891, modificada por la Ley N° 4.898, el siguiente texto: 
“Artículo 20 bis.- Secretaría General Ambiental: Créase en el ámbito del Ministerio Público Fiscal la Secretaría General Ambiental que tendrá como objetivo la coordinación de toda la información y normativa ambiental producida por organismos y entidades públicas y privadas de la Ciudad de Buenos Aires, la provincias, la Nación e internacional, estableciendo las vinculaciones correspondientes para su conocimiento y actualización y realizar el relevamiento de la doctrina y jurisprudencia referida a delitos ambientales.”
Artículo 6°. Incorpórese como artículo 37 bis de la Ley N° 4.891, modificada por la Ley N° 4.898, el siguiente texto: 
“Artículo 37 bis.- Funciones: Corresponde a los/las Fiscales Ambientales ante los Juzgados de Primera Instancia las facultades y deberes propios del Ministerio Público Fiscal por razón del grado, debiendo realizar los actos procesales y ejercer todas las acciones y recursos necesarios para el cumplimiento de los cometidos que fijasen las leyes y en especial:
1. Recepcionar denuncias formuladas por personas físicas o jurídicas y autoridades públicas damnificadas, que se encuentran legitimadas, en representación de intereses difusos, en relación con el actual o potencial daño al ambiente.

2. Promover y ejercer la tutela jurisdiccional del ambiente, a través del ejercicio de  acciones de protección, resguardo y reparación.
3. Promover de oficio la actuación de la justicia, en defensa de la legalidad y de los intereses generales ambientales de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, ante cualquier acción positiva o negativa que vulnere, menoscabe o afecte las disposiciones previstas en los artículos 26, 27, 28, 29 y 30 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

4. Actuar en relación al principio precautorio del ambiente, en situaciones de eventual conflicto o incumplimiento por parte de personas físicas y jurídicas, particulares u organismos públicos, en relación con los presupuestos mínimos de protección al ambiente o agresión al ecosistema.
5. Requerir informes y realizar presentaciones ante organismos locales, municipales provinciales y nacionales, que tengan por finalidad tulelar el ambiente.
6. Participar en la seguimiento de operaciones de prevención, reparación, investigación y toda otra que fuere necesaria, en conjunto con distintas dependencias judiciales, administrativas, de seguridad y policiales.
7. Participar en acuerdos de conciliación sobre temas ambientales colectivos, pudiendo solicitar la homologación judicial de acuerdos.
8. Participar en audiencias públicas que se realicen sobre temas ambientales.
9. Crear un cuerpo especial de peritos ambientales.”
Artículo 7°. Sustitúyese el ANEXO I de la Ley N° 4.891, modificada por la Ley N° 4.898, por el siguiente texto: 

“ANEXO 1
A. Integración del Ministerio Público Fiscal ante la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad:
Dos (2) fiscales de Cámara.
Integración del Ministerio Público Fiscal ante la Cámara de Apelaciones en lo Penal, Contravencional y de Faltas:
Cinco (5) fiscales de Cámara
Fiscalía Ambiental ante las Cámaras de Apelaciones

Un (1) Fiscal de Cámara

B. Integración del Ministerio Público Fiscal ante los Juzgados de Primera Instancia en lo Penal, Contravencional y de Faltas:
Cuarenta (40) fiscales distribuidos según la carga de trabajo y a criterio del fiscal general.
Integración del Ministerio Público Fiscal ante los Juzgados de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario:
Cuatro (4) Fiscales
Fiscalías Ambientales ante los Juzgados de Primera Instancia

Dos (2) Fiscales

C. Integrante del Ministerio Público de la Defensa ante la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y Tributario: Dos (2) defensores o defensoras.
Integración del Ministerio Público de la Defensa ante la Cámara de Apelaciones en lo Penal, Contravencional y de Faltas: Dos (2) Defensores de Cámara
Integración del Ministerio Público de la Defensa ante el fuero Penal, Contravencional y de Faltas:
Veinticuatro (24) defensores o defensoras distribuidos según la carga de trabajo y a criterio del Defensor General
D. Integrante del Ministerio Público de la Defensa ante los Juzgados de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario: Seis (6) defensores o defensoras.
E. Integración del Ministerio Público Tutelar de la Ciudad:
F. E.1.Cámara de apelaciones: tres (3) asesores o asesoras tutelares.
G. E.2.Juzgados de Primera Instancia: seis (6) asesores o asesoras tutelares"
Artículo 8°. Comuníquese, etc.

FUNDAMENTOS

Señora Presidenta:
 




En la Ciudad de Buenos Aires la tutela jurisdiccional del ambiente, mediante el ejercicio de acciones de protección, resguardo y reparación ha adquirido en los últimos años una particular relevancia, que requiere la creación de Fiscalías Ambientales dentro del ámbito del Ministerio Público Fiscal porteño para su eficaz cuidado y defensa.

 




La normativa ambiental ha ido adquiriendo cada vez más importancia como derecho de tercera generación. Así, tanto la Constitución Nacional como la de la Ciudad de Buenos Aires sustentan el derecho a un ambiente sano y equilibrado.

 




La Constitución Nacional en su artículo 41 prescribe que: “Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley.
Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación ambientales. Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquéllas alteren las jurisdicciones locales. Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual o potencialmente peligrosos, y de los radiactivos.” 

 




La Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en el artículo 26 establece: “El ambiente es patrimonio común. Toda persona tiene derecho a gozar de un ambiente sano, así como el deber de preservarlo y defenderlo en provecho de las generaciones presentes y futuras. Toda actividad que suponga en forma actual o inminente un daño al ambiente debe cesar. El daño ambiental conlleva prioritariamente la obligación de recomponer. La Ciudad es territorio no nuclear. Se prohibe la producción de energía nucleoeléctrica y el ingreso, la elaboración, el transporte y la tenencia de sustancias y residuos radiactivos. Se regula por reglamentación especial y con control de autoridad competente, la gestión de las que sean requeridas para usos biomedicinales, industriales o de investigación civil. Toda persona tiene derecho, a su solo pedido, a recibir libremente información sobre el impacto que causan o pueden causar sobre el ambiente actividades públicas o privadas.”
    

 




Además, la Constitución porteña en el artículo 27, dispone: “La Ciudad desarrolla en forma indelegable una política de planeamiento y gestión del ambiente urbano integrada a las políticas de desarrollo económico, social y cultural, que contemple su inserción en el área metropolitana. Instrumenta un proceso de ordenamiento territorial y ambiental participativo y permanente que promueve: 1. La preservación y restauración de los procesos ecológicos esenciales y de los recursos naturales que son de su dominio. 2. La preservación y restauración del patrimonio natural, urbanístico, arquitectónico y de la calidad visual y sonora. 3. La protección e incremento de los espacios públicos de acceso libre y gratuito, en particular la recuperación de las áreas costeras, y garantiza su uso común. 4. La preservación e incremento de los espacios verdes, las áreas forestadas y parquizadas, parques naturales y zonas de reserva ecológica, y la preservación de su diversidad biológica. 5. La protección de la fauna urbana y el respeto por su vida: controla su salubridad, evita la crueldad y controla su reproducción con métodos éticos. 6. La protección, saneamiento, control de la contaminación y mantenimiento de las áreas costeras del Río de la Plata y de la cuenca Matanza-Riachuelo, de las subcuencas hídricas y de los acuíferos. 7. La regulación de los usos del suelo, la localización de las actividades y las condiciones de habitabilidad y seguridad de todo espacio urbano, público y privado. 8. La provisión de los equipamientos comunitarios y de las infraestructuras de servicios según criterios de equidad social. 9. La seguridad vial y peatonal, la calidad atmosférica y la eficiencia energética en el tránsito y el transporte. 10. La regulación de la producción y el manejo de tecnologías, métodos, sustancias, residuos y desechos, que comporten riesgos. 11. El uso racional de materiales y energía en el desarrollo del hábitat. 12. Minimizar volúmenes y peligrosidad en la generación, transporte, tratamiento, recuperación y disposición de residuos. 13. Un desarrollo productivo compatible con la calidad ambiental, el uso de tecnologías no contaminantes y la disminución en la generación de residuos industriales. 14. La educación ambiental en todas las modalidades y niveles.”    

 




En ese marco, consideramos que por las particularidades que presentan los temas ambientales, debido a lo delicado y complejo que resulta su problemática, donde se cruzan intereses económicos, sociales y políticos, la creación de las Fiscalías Ambientales constituye la herramienta idónea y específica resolver tales situaciones.
 




Varios países de América latina (Brasil, Venezuela, México, Honduras, Guatemala, Paraguay y Costa Rica) y en España se han creado fiscalías o juzgados ambientales con el objeto de contribuir a la protección ambiental. En la Argentina, las provincias de Corrientes, Río Negro, Salta y Neuquén tienen área jurídica ambiental y existe un proyecto en la Provincia de Buenos Aires de crear unidades fiscales, siguiendo el criterio de la especialidad.

 




En el año 2007 la Procuración General de la Nación, en el marco de la Ley N° 24.946, creó la Unidad Fiscal de Investigaciones en Materia Ambiental -UFIMA-, mediante la Resolución N° 123/06 del 13 de septiembre de 2006, con dos objetivos principales: generar investigaciones preliminares y apoyar las investigaciones en curso en materia de infracción a la ley de residuos peligrosos, todos aquellos delitos que protegen la salud pública vinculados con la protección del ambiente conforme lo determinan los tipos penales establecidos en los artículos 200 al 207 del Código Penal de la Nación, las infracciones a la Ley N° 22.421 de protección y conservación de la fauna silvestre, así como los delitos conexos con la materia.
 




Entre las competencias otorgadas a la UFIMA se encuentran: realizar un mapa con las diferentes problemáticas ambientales, realizar el relevamiento de la doctrina y jurisprudencia referida a delitos ambientales, elaborar diagnósticos sobre la materia y proponer soluciones que desde el Ministerio puedan impulsarse; realizar investigaciones y dar curso a los pedidos de colaboración; corroborar o descartar la comisión de delitos ambientales; si existen elementos dar inicio a una investigación preliminar; ordenar diversas medidas de prueba; presentar la correspondiente denuncia ante la justicia.

 




Además, la UFIMA que tiene sede en esta Ciudad y posee alcance funcional en todo el país, cuenta con personal especializado y se encuentra facultada para iniciar investigaciones preliminares por cualquier medio, ya sea de oficio o a partir de la recepción de denuncias, facilitando el acceso de los ciudadanos a los estrados judiciales.

 




En línea con esta iniciativa la Corte Suprema de Justicia de la Nación por Acordada N° 1/2014, del 11 de febrero de 2014, creó bajo su superintendencia directa la Oficina de Justicia Ambiental que tiene entre otras funciones las siguientes: mejorar de modo continuo la gestión de recursos, fomentando proyectos y prácticas acordes con la protección del ambiente; implementar y realizar el seguimiento de acciones derivadas de la normativa ambiental; coordinar e impulsar programas de capacitación; impulsar y coordinar la difusión de iniciativas vinculadas con la justicia ambiental; recabar información ambiental; identificar necesidades y oportunidades en materia ambiental mediante el relevamiento de datos e investigaciones; etc.
 




Para finalizar, no podemos dejar de mencionar que la Plataforma Electoral Nacional y de la CABA de la Coalición Cívica-ARI, para las últimas campañas electorales, siempre se manifestó a favor de la creación de Fiscalías Ambientales y de: “las normas y órganos procesales, administrativos y judiciales necesarios para efectivizar la aplicación de la normativa de protección ambiental como fiscalías ambientales con facultades instructorias y cuerpo de peritos especializados en la problemática ambiental.” 

 




Por lo expuesto solicito la sanción del presente proyecto de ley.
Último cambio: 03/12/2015 11:51:00 a.m.  -  Cantidad de caracteres: 16385 - Cantidad de palabras: 2921
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